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Panel integrado por su presidenta la Juez Coll Martí, el 

Juez Flores García y el Juez Rivera Torres. 

Flores García, Juez Ponente 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de septiembre de 

2018. 

Comparece la parte peticionaria, Alex Miguel Rivera 

Márquez, mediante este recurso discrecional de 

certiorari, y solicita nuestra intervención a los fines 

de revocar una orden emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia. Por medio de la orden recurrida, el foro 

primario prohibió a la parte peticionaria utilizar, como 

prueba de impugnación, las acusaciones que pesan en 

contra de uno de los testigos de cargo del Ministerio 

Público. 

En ánimo de promover el “más justo y eficiente 

despacho” del asunto ante nuestra consideración, 

prescindimos de términos, escritos o procedimientos 

ulteriores. Regla (7) (B) (5) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII–B, R. 7 (B) 

(5). 
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Hemos deliberado los méritos del recurso y 

concluimos no expedir el auto solicitado. A pesar de que 

esta segunda instancia judicial no tiene que fundamentar 

su determinación al denegar un recurso de certiorari,1 

en ánimo de que no quede duda en la mente de las partes 

sobre los fundamentos al ejercer nuestra facultad 

revisora, abundamos. 

La Regla 610 (a) de Evidencia, 32 LPRA Ap. IV, R. 

610 (a), dispone en su parte pertinente: “Con el objetivo 

de impugnar la credibilidad de una persona ya sea ésta 

testigo o persona acusada, y sujeto a lo dispuesto en la 

Regla 403 de este apéndice, es admisible evidencia de 

que ha sido condenada por delito que, sin importar su 

clasificación, conlleve falsedad”. 

En este caso, la parte peticionaria pretende 

utilizar las alegaciones contenidas en una acusación 

para impugnar a un testigo de cargo. Sin embargo, no 

surge del expediente que estas alegaciones fueran 

depuradas en un juicio plenario. En pocas palabras, el 

testigo no ha sido convicto por delito alguno.  

Además, no podemos olvidar que: 

No cabe duda que los tribunales de origen son 

los que están en mejor posición para 

determinar cómo se debe manejar un caso que 

está ante su consideración. Las 

determinaciones que haga en el sano ejercicio 

de su discreción deben ser respetadas por los 

foros apelativos, a menos, claro está, que se 

demuestre arbitrariedad, un craso abuso de 

discreción, una determinación errónea que 

cause grave perjuicio a una de las partes, o 

la necesidad de un cambio de política pública 

procesal o sustantiva. Esta norma fortalece el 

principio de que serán los tribunales de 

origen los que manejen los casos que le sean 

presentados.  

Rebollo López v. Gil Bonar, 148 DPR 673, 678 

(1999) (Opinión de conformidad de la Jueza 

Naveira Merly.) 

                                                 
1 Pueblo v. Cardona López, 196 DPR 513 (2016). 
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Luego de evaluar detenidamente el expediente 

apelativo ante nuestra consideración, no encontramos 

indicio de que el foro recurrido haya actuado de forma 

arbitraria, caprichosa, o haya abusado al ejercer su 

discreción. Trans-Oceanic Life Ins. v. Oracle Corp., 184 

DPR 689, 709 (2012); Lluch v. España Service, 117 DPR 

729, 745 (1986). 

Por los fundamentos antes expresados, denegamos la 

expedición del auto de certiorari solicitado. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


